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TJUE 
 
Abusividad de la tarifa por hora en los honorarios de abogados  

 

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Cuarta), de 12 de enero de 2023, en el asunto C-395/21 

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 

TFUE, por el Lietuvos Aukščiausiasis Teismas (Tribunal Supremo de lo Civil y Penal de 

Lituania), mediante resolución de 23 de junio de 2021, recibida en el Tribunal de Justicia el 28 

de junio de 2021, en el procedimiento entre D.V y M.A. 

Objeto de la decisión prejudicial – Contexto de la decisión prejudicial – 

Cuestiones prejudiciales segunda y tercera – Cuestión prejudicial cuarta – 

Cuestiones prejudiciales quinta y sexta (sinopsis de Fernando Zunzunegui y 

Mercedes Viudes) 

 

Objeto de la decisión prejudicial: “[…] La petición de decisión prejudicial tiene por objeto 

la interpretación de los artículos 3, apartado 1, 4,apartado 2, 6, apartado 1, y 7, apartado 1, de 

la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de1993, sobre las cláusulas abusivas en los 

contratos celebrados con consumidores (DO 1993, L 95,p. 29; corrección de errores en DO 

2015, L 137, p. 13), en su versión modificada por la Directiva2011/83/UE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011 (DO 2011, L 304, p. 64)(en lo sucesivo, 

«Directiva 93/13»). […]” 

 

Contexto de la decisión prejudicial: “[…] Esta petición se ha presentado en el contexto de 

un litigio entre D.V., abogada, y M.A., su cliente. […]” 

 

Cuestiones prejudiciales segunda y tercera: “[…] Mediante sus cuestiones prejudiciales 

segunda y tercera, […] el órgano jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el artículo 4, 

apartado 2, de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que responde a la 

exigencia de redacción clara y comprensible, […] una cláusula de un contrato de prestación de 

servicios jurídicos celebrado entre un abogado y un consumidor que fija el precio de esos 

servicios según el principio de la tarifa por hora, sin incluir más precisiones o informaciones 

distintas del precio por hora aplicado. En caso de respuesta negativa, […] qué información se 

debe comunicar al consumidor en el supuesto de que resulte imposible prever el número 

efectivo de horas necesarias para prestar los servicios objeto del contrato. […]La exigencia 

de que una cláusula contractual debe redactarse de manera clara y comprensible 

se ha de entender por lo tanto como una obligación de que el contrato exponga 

de manera transparente el funcionamiento concreto del mecanismo al que se 

refiere la cláusula de que se trate, así como, en su caso, la relación entre ese 

mecanismo y el prescrito por otras cláusulas, de manera que el consumidor esté 

en condiciones de valorar, basándose en criterios precisos e inteligibles, las 

consecuencias económicas que se deriven para él. […] Por otra parte, el Tribunal de 

Justicia ha declarado que la observancia por parte de un profesional de la exigencia de 

transparencia contemplada en el artículo 4, apartado 2, y en el artículo 5 de la Directiva93/13 

debe apreciarse tomando como referencia los elementos de que disponía en la fecha en que 
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celebró el contrato con el consumidor. […]-No obstante, si bien no puede exigirse a un 

profesional que informe al consumidor sobre las consecuencias económicas 

finales de su contratación, que dependen de acontecimientos futuros, 

imprevisibles e independientes de la voluntad de ese profesional, no es menos 

cierto que la información que está obligado a comunicar antes de la celebración 

del contrato debe permitir al consumidor tomar su decisión con prudencia y con 

pleno conocimiento, por una parte, de la posibilidad de que se produzcan tales 

acontecimientos, y por otra parte, de las consecuencias que estos pueden 

acarrear en cuanto a la duración de la prestación de servicios jurídicos de que se 

trate. […]” [Énfasis añadido] 

 

Cuestión prejudicial cuarta: “[…] Mediante su cuarta cuestión prejudicial, el órgano 

jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 93/13 

debe interpretarse en el sentido de que una cláusula de un contrato de prestación de servicios 

jurídicos celebrado entre un abogado y un consumidor que establece el precio de esos servicios 

según el principio de la tarifa por hora, y que, por tanto, forma parte del objeto principal de 

ese contrato, debe considerarse abusiva por el mero hecho de que no cumple el requisito de 

transparencia establecido en el artículo 4, apartado 2, de esa Directiva.  […] [P]rocede 

responder a la cuarta cuestión prejudicial que […] debe interpretarse en el sentido de que […] 

no debe considerarse abusiva […] a menos que el Estado miembro cuyo Derecho nacional se 

aplique al contrato de que se trate haya previsto expresamente, de conformidad con el artículo 

8 de dicha Directiva, que la calificación de «cláusula abusiva» se deriva de ese mero hecho. 

[…]” 

 

Cuestiones prejudiciales quinta y sexta: “[…][P]rocede responder a las cuestiones 

prejudiciales quinta y sexta que los artículos 6, apartado 1, y 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 

deben interpretarse en el sentido de que, cuando un contrato de prestación de servicios 

jurídicos celebrado entre un abogado y un consumidor no puede subsistir tras la 

supresión de una cláusula declarada abusiva que fija el precio de los servicios 

según el principio de la tarifa por hora y estos servicios se han prestado, no se 

oponen a que el juez nacional restablezca la situación en la que se habría 

encontrado el consumidor de no existir dicha cláusula, incluso si ello da lugar a 

que el profesional no perciba remuneración alguna por sus servicios. En el 

supuesto de que la anulación del contrato en su totalidad exponga al consumidor a 

consecuencias especialmente perjudiciales, extremo que corresponde comprobar al órgano 

jurisdiccional remitente, estas disposiciones no se oponen a que el juez nacional 

ponga remedio a la nulidad de dicha cláusula sustituyéndola por una disposición 

de Derecho nacional de carácter supletorio o aplicable en caso de acuerdo entre 

las partes de dicho contrato. En cambio, estas disposiciones se oponen a que el juez 

nacional sustituya la cláusula abusiva anulada por una estimación judicial del 

importe de la remuneración adeudada por dichos servicios. […]” [Énfasis añadido] 

 

Texto completo de la sentencia 
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